
FISCALÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA 
UNIDAD DE TRANSPARENCIA Y APERTURA GUBERNAMENTAL 

 
Oficio No. FGR/UTAG/DG/005955/2021 

Asunto: Entrega de información en medio electrónico. 
 

Av. Insurgentes No. 20, de la Glorieta de Insurgentes, Col. Roma Norte, Alcaldía Cuauhtémoc, 
 CDMX, CP 06700, +52 (55) 5346 0000 Ext. 505727 / www.gob.mx/pgr  

1 

 

Ciudad de México, a 30 de noviembre de 2021. 
“2021, Año de la Independencia”. 

 
 
 
FOLIO. – 33002462100301. 
P r e s e n t e.  
  
 

Con fundamento en lo establecido en el artículo 6° de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos (CPEUM); 1, 2, 61, 121, 134 y 135 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública (LFTAIP); así como el Acuerdo A/072/16, por el cual se crea la Unidad de 
Transparencia y Apertura Gubernamental (UTAG), en relación a su solicitud de acceso a la 
información, la cual dirigió específicamente a la Fiscalía General de la República (FGR), consistente 
en: 
 

“La FGR cuenta con una Base de Datos Genéticos y el sofware utilizado es el CODIS y su proveedor es la 
Agencia Gubernamental Norteamericana FBI (Federal Bureau of Investigation), solicito las copias de 
contratos, convenios, acuerdos y cualquier documento relacionado con la utilización del CODIS por 
parte de la FGR.  
 
Requiero que se me informe cuánto es lo que ha pagado en años anteriores y actualmente por el uso 
del CODIS.” (Sic.) 

 
Se hace de su conocimiento que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 133 de la 

LFTAIP, su solicitud se turnó a la unidad administrativa que de las facultades que le confiere la Ley 
de la Fiscalía General de la República (LFGR), el Reglamento de la Ley Orgánica de la Procuraduría 
General de la República (RLOPGR), y demás normatividad aplicable, podría ser la que cuente con la 
información de su interés. 
 

Dicha unidad administrativa manifestó que después de realizar una búsqueda en los archivos 
con los que cuenta localizó que el “Sistema Índice Combinado de ADN (CODIS)”, mismo que fue 
donado mediante una “Carta de Acuerdo (‘Letter Of Agreement’)”, de fecha 25 de septiembre de 
2009, en la que se señala que la Federal Bureau Of Investigation (FBI por sus siglas en inglés)  
garantizaría la instalación, las actualizaciones y el mantenimiento del software, así como la 
capacitación y el soporte técnico a distancia sin costo; mientras que la FGR, antes PGR, se 
comprometía a proporcionar un área con seguridad para resguardar el CODIS, así como el personal 
necesario para operar el sistema y generar un enlace técnico que este en comunicación con el FBI. 

 
Aunado a lo anterior, la FBI brindó capacitación a personal técnico en materia de informática 

para poder realizar el mantenimiento correspondiente del sistema, por lo cual no se han generado 
costos por ese concepto desde su instalación.  

 
 En ese orden de ideas, la unidad administrativa proporcionó la versión pública del documento 

en mención, ya que contiene datos susceptibles de ser clasificados, por contener información que 
actualiza la confidencialidad prevista en el artículo 113 fracciones I, por lo que respecta a los nombres 
de las personas que se encuentra al calce del documento, en atención a lo siguiente: 
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ARTÍCULO 113. Se considera información confidencial: 
 
I. La que contiene datos personales concernientes a una persona física identificada o identificable; 
… 
 
 
La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso a ella 
los titulares de la misma, sus representantes y los Servidores Públicos facultados para ello (…) 

 
En este sentido, se desprende que será considerada información clasificada como confidencial, 

aquella que contenga datos personales de una persona física identificada o identificable, 
independientemente del medio por el cual se haya obtenido, sin necesidad de estar sujeta a 
temporalidad alguna y a la que solo podrán tener acceso los titulares de la información o sus 
representantes legales. 
 

Asimismo, este precepto legal establece que la información confidencial no estará sujeta a 
temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso a ella los titulares de esta, sus representantes 
legales y los servidores públicos facultados para ello. 
 

Es preciso señalar que, en el numeral Trigésimo Octavo de los Lineamientos Generales en 
materia de clasificación y desclasificación de la información, así como la elaboración de versiones 
públicas, se dispone lo siguiente: 
 

Trigésimo octavo. Se considera información confidencial: 
 

I. Los datos personales en los términos de la norma aplicable; 
 

II. La que se entregue con tal carácter por los particulares a los sujetos obligados, siempre y 
cuando tengan el derecho de entregar con dicho carácter la información, de conformidad con lo 
dispuesto en las leyes o en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, 
y 

 

III. Los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal cuya 
titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados 
cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos. 
 

La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso a ella 
los titulares de la misma, sus representantes y los servidores públicos facultados para ello. 

 
Es oportuno traer a colación lo dictado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las 

siguientes Tesis Jurisprudenciales, donde establece que el derecho de acceso a la información 
tiene límites, los cuales aplican en el momento en que se afecta el honor, el decoro, el respeto, la 
honra, la moral, la estimación y la privacidad de las personas; además de definir la afectación a la 
moral, como la alteración que sufre una persona a su decoro, honor, reputación y vida privada, y el 
respeto de la sociedad por la comisión de un hecho ilícito, a saber:  
 

DAÑO MORAL. ES LA ALTERACIÓN PROFUNDA QUE SUFRE UNA PERSONA EN SUS SENTIMIENTOS, 
AFECTOS, CREENCIAS, DECORO, HONOR, REPUTACIÓN, VIDA PRIVADA, CONFIGURACIÓN Y ASPECTOS 
FÍSICOS, O BIEN, EN LA CONSIDERACIÓN QUE DE SÍ MISMA TIENEN LOS DEMÁS, PRODUCIDA POR HECHO 
ILÍCITO. El derecho romano, durante sus últimas etapas, admitió la necesidad de resarcir los daños morales, 
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inspirado en un principio de buena fe, y en la actitud que debe observar todo hombre de respeto a la 
integridad moral de los demás; consagró este derecho el principio de que junto a los bienes materiales de 
la vida, objeto de protección jurídica, existen otros inherentes al individuo mismo, que deben también ser 
tutelados y protegidos, aun cuando no sean bienes materiales. En México, la finalidad del legislador, al 
reformar los artículos 1916 y adicionar el 1916 Bis del Código Civil para el Distrito Federal, mediante decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el treinta y uno de diciembre de mil novecientos ochenta y 
dos, y posteriormente modificar los párrafos primero y segundo del artículo 1916, consistió en hacer 
responsable civilmente a todo aquel que, incluso, ejerce su derecho de expresión a través de un medio de 
información masivo, afecte a sus semejantes, atacando la moral, la paz pública, el derecho de terceros, o 
bien, provoque algún delito o perturbe el orden público, que son precisamente los límites que claramente 
previenen los artículos 6o. y 7o. de la Constitución General de la República. Así, de acuerdo al texto positivo, 
por daño moral debe entenderse la alteración profunda que una persona sufre en sus sentimientos, 
afectos, creencias, decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y aspectos físicos, o bien, en 
la consideración que de sí misma tienen los demás, producida por un hecho ilícito. Por tanto, para que 
se produzca el daño moral se requiere: a) que exista afectación en la persona, de cualesquiera de los 
bienes que tutela el artículo 1916 del Código Civil; b) que esa afectación sea consecuencia de un hecho 
ilícito; y, c) que haya una relación de causa-efecto entre ambos acontecimientos.1 
 
DERECHO A LA INFORMACIÓN. NO DEBE REBASAR LOS LÍMITES PREVISTOS POR LOS ARTÍCULOS 6o., 7o. 
Y 24 CONSTITUCIONALES. El derecho a la información tiene como límites el decoro, el honor, el respeto, 
la circunspección, la honestidad, el recato, la honra y la estimación, pues el artículo 6o. otorga a toda 
persona el derecho de manifestar libremente sus ideas y prohíbe a los gobernantes que sometan dicha 
manifestación a inquisición judicial o administrativa, salvo que ataquen la moral, los derechos de tercero, 
provoquen algún delito o perturben el orden público. Así, la manifestación de las ideas se encuentra 
consagrada como uno de los derechos públicos individuales fundamentales que reconoce la Constitución, 
oponible por todo individuo, con independencia de su labor profesional, al Estado, y los artículos 7o. y 24 de 
la propia Carta Fundamental se refieren a aspectos concretos del ejercicio del derecho a manifestar 
libremente las ideas. El primero, porque declara inviolable la libertad de escribir y publicar escritos sobre 
cualquier materia y, el segundo, porque garantiza la libertad de creencias religiosas. Así, el Constituyente 
Originario al consagrar la libertad de expresión como una garantía individual, reconoció la necesidad de 
que el hombre pueda y deba, siempre, tener libertad para apreciar las cosas y crear intelectualmente, y 
expresarlo, aunque con ello contraríe otras formas de pensamiento; de ahí que sea un derecho oponible al 
Estado, a toda autoridad y, por ende, es un derecho que por su propia naturaleza debe subsistir en todo 
régimen de derecho. En efecto, la historia escrita recoge antecedentes de declaraciones sobre las libertades 
del hombre, y precisa que hasta el siglo XVIII, se pueden citar documentos sobre esa materia. No hay duda 
histórica sobre dos documentos básicos para las definiciones de derechos fundamentales del hombre y su 
garantía frente al Estado. El primero es la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, 
producto de la Revolución Francesa, la cual se mantiene viva y vigente como texto legal por la remisión que 
hace el preámbulo de la Constitución de Francia de fecha veinticuatro de diciembre de mil setecientos 
noventa y nueve. El segundo, es la Constitución de los Estados Unidos de América, de diecisiete de 
septiembre de mil setecientos ochenta y siete. En la historia constitucional mexicana, que recibe influencia 
de las ideas políticas y liberales de quienes impulsaron la Revolución Francesa, así como contribuciones de 
diversas tendencias ideológicas enraizadas en las luchas entre conservadores y liberales que caracterizaron 
el siglo XIX, tenemos que se hicieron y entraron en vigor diversos cuerpos constitucionales, pero en todos 
ellos siempre ha aparecido una parte dogmática que reconoce derechos inherentes al hombre, y que ha 
contenido tanto la libertad de expresión como la libertad de imprenta. Por otra parte, los antecedentes 
legislativos relacionados con la reforma y adición a la Constitución de mil novecientos diecisiete, en relación 
al artículo 6o. antes precisado, tales como la iniciativa de ley, el dictamen de la comisión que al efecto se 
designó, y las discusiones y el proyecto de declaratoria correspondientes, publicados, respectivamente, en 
los Diarios de los Debates de los días seis, veinte de octubre y primero de diciembre, todos de mil novecientos 

 
1 Tesis Jurisprudencial, I.3o.C. J/71 (9a.), Libro IV, Tomo 5,  Pág. 4036, Enero de 2012, Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito. 
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setenta y siete, ponen de relieve que el propósito de las reformas fue el de preservar el derecho de todos 
respecto a las actividades que regula. Esta reforma recogió distintas corrientes preocupadas por asegurar 
a la sociedad una obtención de información oportuna, objetiva y plural, por parte de los grandes medios 
masivos de comunicación. Conforme a la evolución del artículo 6o. constitucional vigente y comparado con 
lo que al respecto se ha regulado en otros países, se concluye que a lo largo de la historia constitucional, 
quienes han tenido el depósito de la soberanía popular para legislar, se han preocupado porque existiera 
una Norma Suprema que reconociera el derecho del hombre a externar sus ideas, con limitaciones 
específicas tendientes a equilibrar el derecho del individuo frente a terceros y la sociedad, puesto que en 
ejercicio de ese derecho no debe menoscabar la moral, los derechos de tercero, que implica el honor, la 
dignidad y el derecho a la intimidad de éste, en su familia y decoro; así como tampoco puede, en 
ejercicio de ese derecho, provocar algún delito o perturbar el orden público. Asimismo, ese derecho del 
individuo, con la adición al contenido original del artículo 6o., quedó también equilibrado con el derecho que 
tiene la sociedad a estar veraz y objetivamente informada, para evitar que haya manipulación. Así, el Estado 
asume la obligación de cuidar que la información que llega a la sociedad a través de los grandes medios 
masivos de comunicación, refleje la realidad y tenga un contenido que permita y coadyuve al acceso a la 
cultura en general, para que el pueblo pueda recibir en forma fácil y rápida conocimientos en el arte, la 
literatura, en las ciencias y en la política. Ello permitirá una participación informada para la solución de los 
grandes problemas nacionales, y evitará que se deforme el contenido de los hechos que pueden incidir en 
la formación de opinión. Luego, en el contenido actual del artículo 6o., se consagra la libertad de 
expresarse, la cual es consustancial al hombre, y que impide al Estado imponer sanciones por el solo 
hecho de expresar las ideas. Pero correlativamente, esa opinión tiene límites de cuya transgresión 
derivan consecuencias jurídicas. Tales límites son que la opinión no debe atacar la moral, esto es, las 
ideas que se exterioricen no deben tender a destruir el conjunto de valores que sustenta la cohesión de 
la sociedad en el respeto mutuo y en el cumplimiento de los deberes que tienen por base la dignidad 
humana y los derechos de la persona; tampoco debe dañar los derechos de tercero, ni incitar a la 
provocación de un delito o a la perturbación del orden público. De modo que la Constitución de mil 
novecientos diecisiete estableció una obligación por parte del Estado de abstenerse de actuar en contra 
de quien se expresa libremente, salvo que en el ejercicio de ese derecho se ataque a la moral, a los 
derechos de tercero, se provoque algún delito o se perturbe el orden público.2 
 
DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES 
NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. El derecho a la información 
consagrado en la última parte del artículo 6o. de la Constitución Federal no es absoluto, sino que, como 
toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en la 
protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de la sociedad como a los 
derechos de los gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura jurídica del secreto 
de información que se conoce en la doctrina como "reserva de información" o "secreto burocrático". En 
estas condiciones, al encontrarse obligado el Estado, como sujeto pasivo de la citada garantía, a velar por 
dichos intereses, con apego a las normas constitucionales y legales, el mencionado derecho no puede ser 
garantizado indiscriminadamente, sino que el respeto a su ejercicio encuentra excepciones que lo 
regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que se refiera; así, en cuanto a la seguridad 
nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el acceso a la información en esta materia, en razón 
de que su conocimiento público puede generar daños a los intereses nacionales y, por el otro, sancionan la 
inobservancia de esa reserva; por lo que hace al interés social, se cuenta con normas que tienden a proteger 
la averiguación de los delitos, la salud y la moral públicas, mientras que por lo que respecta a la 
protección de la persona existen normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los 
gobernados.3 
 

 
2 Tesis Aislada, I.3o.C.244 C, Tomo: XIV, Septiembre de 2001, Novena Época, Tercer Tribunal Colegiado Circuito. 

3 Tesis Aislada, P. LX/2000, Tomo XI, Abril de 2000, Novena Época, Pleno.  
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Es necesario destacar que la versión pública referida en este documento fue sometida a 
consideración del Comité de Transparencia de esta Institución, el cual, en su Cuadragésima Tercera 
Sesión Ordinaria, celebrada el día 23 de noviembre de 2021, determinó confirmar la confidencialidad 
de la información en atención al artículo 113, fracción I de la Ley de la materia; circunstancia que 
podrá consultar en el acta respectiva, a través del siguiente vínculo electrónico: 
 

http://www.transparencia.pgr.gob.mx/es/transparencia/acceso_a_la_informacion 
 

Si derivado de la respuesta a su solicitud de información le surge alguna duda puede llamar 
al teléfono (55) 5346 0000, extensión 505727; o bien, escribirnos al correo electrónico 
leydetransparencia@pgr.gob.mx, en donde con gusto le atenderemos. 
 

Sin otro particular reciba un cordial saludo. 
  

A T E N T A M E N T E 
UNIDAD DE TRANSPARENCIA  

Y APERTURA GUBERNAMENTAL 
FISCALÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA 
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